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TEMA 8. LOS CONTRATOS DE DISTRIBUCIÓN. 

 

1. INTRODUCCIÓN 

 

 Como hemos indicado en la introducción del Tema anterior, la propuesta del Código 

Mercantil hizo una decidida apuesta por regular todo tipo de contratos, y dotar de una 

normativa más o menos prolija a una serie de modalidades contractuales de distribución de 

bienes que antes eran atípicas, y se dejaban por tanto a la autonomía privada de voluntad de 

las partes1. Así, señala la propia Exposición de Motivos (párrafo VI-85): “Más novedosa es 

la regulación de los contratos de distribución que contiene una normativa básica sobre 

conclusión del contrato, la cual se ha configurado como imperativa para favorecer a la 

parte más débil de la relación contractual, que suele ser el distribuidor o comercializador, 

especialmente cuando se trata de las pequeñas y medianas empresas”. 

 

 En efecto, esta nueva categoría se tipifica en el artículo 543-1 (verlo), que establece 

la noción de contrato de distribución, para luego señalar en el artículo 543-2 que por regla 

general, los contratos de distribución adoptarán alguna de las siguientes modalidades: 

compra o venta exclusiva, distribución autorizada, distribución selectiva, concesión 

mercantil o franquicia. Entendemos que la lista es meramente ejemplificativa, y no 

exhaustiva, pero basta una lectura rápida de estos preceptos para anticipar la problemática 

jurídica y litigiosidad que van a originar. 

 

 Hay otros aspectos de la propuesta que sí nos parecen más acertadas, como por 

ejemplo recoger en nuestra legislación la figura del contrato estimatorio (art. 544-1), de 

frecuente utilización en la práctica mercantil –especialmente por los operadores de la gran 

distribución: centros comerciales, grandes superficies, etc.- y que carecía de una regulación 

específica. Sin embargo, y como venimos reiterando, la propuesta de Código Mercantil de 

2014 pretendió sistematizar los contratos de distribución, pero como dicho proyecto no llegó 

a prosperar, por lo que estas figuras continúan rigiéndose por la autonomía de la voluntad, la 

jurisprudencia y la normativa de defensa de la competencia. 

  

 

2. CONTRATO DE CONCESIÓN (O DISTRIBUCIÓN EXCLUSIVA). 

 

 Definición: Contrato de concesión es aquel por el cual una empresa (concesionario) 

se compromete a vender en una zona y en determinadas condiciones los productos de otro 

(concedente), y a prestar a los adquirentes de éstos productos determinada asistencia.  La 

concesión es pues un contrato marco por el cual el concedente otorga durante un 

determinado período al concesionario el derecho a distribuir sus productos en una 

determinada zona;  es típico de productos de marca que exigen una asistencia técnica 

especializada. Las sucesivas entregas de los productos hacen surgir contratos de 

compraventa entre concedente y concesionario, que se hallan regulados por las 

estipulaciones del contrato de concesión. El concesionario a su vez revende los bienes que 

ha adquirido a los clientes finales.   

 

1 Hace más de una década se tramitó un ambicioso Proyecto de Ley de Contratos de Distribución (Vid. 

B.O.E. nº 138-I, de 29 de junio de 2011), que finalmente no llegó a plasmarse en derecho positivo. 
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 La diferencia entre el contrato de suministro y el contrato de concesión es clara: 

 

 En el primero el suministrado adquiere durante un período de tiempo determinados 

bienes para su propio consumo o para la transformación en su propia empresa. Estamos ante 

una compraventa de tracto sucesivo. En la concesión por el contrario nos encontramos con 

un contrato marco por el cual se concede una zona y un derecho a distribuir en esa zona al 

concesionario, mientras que las entregas dan lugar posteriormente a una cadena de contratos 

de compraventa, cuya regulación se halla contenida en el contrato de concesión. 

 

 La diferente configuración jurídica es también expresión de la diferencia de los 

productos objeto de ambos contratos: mientras que en el suministro el objeto lo constituyen 

siempre bienes genéricos, la concesión está reservada a la distribución de bienes sofisticados 

con marca (automóviles, relojes, ropa...). 

 

 La concesión es un sistema de distribución que ofrece beneficios tanto para el 

concedente como para el concesionario. Para el concedente le permite establecer una red de 

distribución bajo su control pero sin riesgo alguno, pues es el concesionario el que invierte 

en abrir establecimientos; pero aunque el concesionario es en principio un empresario 

independiente, el concedente contractualmente se reserva una serie de derechos para 

garantizar que la imagen, la calidad y el nivel de asistencia del concesionario sea el que el 

concedente estima apropiado para sus productos. Para el concesionario el contrato también 

ofrece ventajas, pues no sólo le permite distribuir con beneficio y prestar asistencia técnica a 

los productos del concedente, sino que éste también le garantiza una zona de exclusiva en la 

cual se compromete a no designar nuevos concesionarios. En la práctica actual, los contratos 

de concesión se proyectan también sobre canales digitales y modelos híbridos de 

distribución, lo que plantea nuevos problemas de coordinación contractual y competitiva. 

 

 Regulación legal: el contrato de concesión carece de regulación legal en nuestro 

ordenamiento2; es un contrato marco al que se le puede aplicar por analogía las normas 

sobre pactos de exclusiva y sobre extinción de la LCA. A los sucesivos contratos de 

compraventa se les aplicará, sin dificultad, el C.Com. o el ConCVint, según los casos. El 

área dónde el contrato de concesión da lugar a máxima fricción es el de la defensa de la 

competencia. A través de la concesión de zonas en exclusiva, y la imposición de 

determinadas obligaciones (la de no distribuir productos de la competencia), el concedente 

obtiene un resultado contrario a la libre competencia: la compartimentación del mercado.  

Por ello la normativa de defensa de la competencia ve con gran desconfianza los contratos 

de concesión.  

 

 En el plano comunitario la norma de referencia sobre este contrato es el Reglamento 

UE nº 2022/720, de la Comisión, de 10 de mayo, relativo a la aplicación del apartado 3 del 

artículo 101 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea a determinadas categorías 

de acuerdos verticales y prácticas concertadas. 

 

2 Por supuesto, la propuesta de Código Mercantil lo contemplaba, no como una categoría a se, sino 

estableciendo algunas previsiones específicas para esta modalidad contractual, como por ejemplo en lo 

relativo a la exclusividad geográfica o la prohibición de ventas activas (art. 543-15, verlo). 
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 Obligaciones del concesionario: la obligación básica del concesionario es crear y 

mantener abierto al público un establecimiento de acuerdo con las características pactadas 

en el contrato.  Desde ese establecimiento el concesionario debe comercializar los productos 

adquiridos al concedente, siguiendo las instrucciones de éste.  En general el concesionario se 

obliga a adquirir un cupo determinado de producto para revenderlo.  También es frecuente 

que el concesionario acepte una prohibición de distribuir cualesquiera productos que hagan 

competencia a los del concedente.  Finalmente, el concesionario con frecuencia se 

compromete a prestar asistencia técnica a los adquirentes de los productos distribuidos, en 

las condiciones fijadas por el concedente. 

 

 Obligaciones del concedente: el concedente a su vez se obliga a vender al 

concesionario las cantidades de producto que éste le solicite.  Con frecuencia el concedente 

otorga al concesionario un derecho de exclusiva, es decir asume el compromiso de no 

nombrar a otro concesionario dentro de la zona de exclusiva pactada con él.  

 

 Extinción: aunque ha sido una cuestión muy discutida en la doctrina, con 

resoluciones jurisprudenciales en un sentido y su contrario, finalmente puede afirmarse que 

en materia de extinción del contrato de concesión se aplican por analogía art. 26 y ss LCA. 

 

 

 3.  LOS CONTRATOS DE DISTRIBUCIÓN SELECTIVA Y EL CASO COTY 

 

Un tipo de acuerdos especialmente relevantes lo constituyen toda la gama de contratos de 

distribución y pactos para la comercialización de productos que suelen tener lugar entre 

fabricantes y mayoristas, o entre mayoristas y minoristas, o entre cualquiera de estos y 

empresas especializadas en distribución y/o transporte de mercancías. 

 

Este tipo de acuerdos son el núcleo de la categoría de los acuerdos verticales, y por tanto 

para su análisis desde la óptica del derecho de la competencia hay que estar al tenor de las 

previsiones3 del Reglamento (UE) 2022/720 de la Comisión, de 10 de mayo de 2022, 

relativo a la aplicación del artículo 101, apartado 3, del Tratado de Funcionamiento de la 

Unión Europea a determinadas categorías de acuerdos verticales y prácticas concertadas, y 

que sustituye al Reglamento (UE) núm. 330/2010. Las principales objeciones que este tipo 

de contratos suscitan son las derivadas de la exclusividad, por el cierre de mercado que 

supone, así como las restricciones impuestas al distribuidor, básicamente las prohibiciones 

de ventas –activas o pasivas– fuera del territorio asignado o la obligación de adquirir 

prestaciones suplementarias –p.ej. los llamados «consumibles» asociados al producto 

principal (fotocopiadoras, ordenadores, equipos electrodomésticos, etc.)– a la misma 

empresa fabricante o a aquéllas a quien ésta designe. 

 

Igualmente, este tipo de acuerdos, tienen una amplia presencia en el ámbito de la 

distribución de productos que, por sus especiales características, no son susceptibles de una 

distribución «al por mayor», sino que exigen una cierta selección del canal. Un ejemplo 

 

3 Puede consultarse un análisis detallado en DÍEZ ESTELLA, F.: Capítulo 2: “¿Una nueva era en la regulación de 

las restricciones verticales? De la STJUE Coty (As. C-230/16) y el expediente CNMC Adidas (S/DC/0631/18) al 

nuevo Reglamento 2022/720, de 10 de mayo”, en RECUERDA GIRELA, M.A. (Dir): Anuario de Derecho de la 

Competencia 2023, Ed. Civitas, Madrid 2023, ISBN: 978-84-1162-227-1, pp. 51-78. 
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claro lo encontramos en el mercado de los cosméticos, en el que abundan los contratos de 

distribución selectiva, y la imposición de precios en el comercio al por menor de dichos 

productos. 

 

Tanto en los contratos de distribución exclusiva como selectiva, la teoría económica actual 

considera como la hipótesis más plausible que el efecto global de las restricciones verticales 

depende fundamentalmente de la estructura del mercado: cuanto mayor es la competencia 

intermarca más probable es que los efectos anticompetitivos de las mismas se vean 

compensados por sus efectos positivos sobre la competencia y la eficiencia y, a la inversa, 

cuanto menor es la competencia intermarca más probable es que los efectos 

anticompetitivos predominen sobre los posibles efectos positivos. 

 

Tal como ocurre con los acuerdos de distribución exclusiva, los acuerdos de distribución 

selectiva limitan, por una parte, el número de distribuidores autorizados y, por otra, sus 

posibilidades de reventa. Frente a lo que ocurre con la distribución exclusiva, la limitación 

del número de minoristas autorizados no depende del número de territorios, sino de los 

criterios de selección. 

 

Otra diferencia consiste en el hecho de que la restricción en materia de reventa no afecta a 

las ventas activas efectuadas fuera de un territorio, sino a todas las ventas realizadas con 

distribuidores no autorizados, ya que entonces los minoristas autorizados y los consumidores 

finales son los únicos compradores potenciales. 

 

La distribución selectiva casi siempre se utiliza para distribuir productos finales de marca, o 

que requieran una asistencia postventa especializada4. Desde el punto de vista de las normas 

de defensa de la competencia, este tipo de distribución corre el riesgo de debilitar la 

competencia intramarca y, sobre todo si hay efecto acumulativo, de eliminar uno o más tipos 

de distribuidores y de facilitar la colusión entre proveedores o compradores. 

 

Los distribuidores suelen ser seleccionados en base a su capacidad para el manejo de 

productos técnicamente complejos o que representen una cierta imagen. Los contratos de 

distribución selectiva normalmente se basan en un compromiso recíproco de las partes: por 

un lado, el fabricante se compromete a abastecer únicamente a revendedores que reúnan una 

serie de requisitos profesionales o técnicos; y, por otro, los distribuidores autorizados se 

comprometen a no vender o adquirir los productos a mayoristas o minoristas no integrados 

en la red. 

 

Las Directrices Verticales5 dedican un apartado específico a analizar los posibles efectos de 

los acuerdos de distribución selectiva (apartados 174 a 188). Comienzan definiendo estos 

acuerdos como aquéllos que restringen el número de distribuidores autorizados en base a 

criterios de selección relacionados con la naturaleza de los productos, en los que se prohíbe 

todo tipo de venta a distribuidores al margen de la red autorizada, de modo que tan sólo 

quedan como compradores posibles los distribuidores autorizados y los consumidores 

finales. 

 

4 RTDC de 9 de julio de 1990, Relojes Omega, Exp. 16/90. 

5 Directrices relativas a las restricciones verticales, DOUE C 248/1, de 30 de mayo de 2022. 
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El apartado 175 de las Directrices señala los requisitos exigidos a este tipo de contratos para 

garantizar su compatibilidad con las normas de defensa de la competencia: 

 

(i) La naturaleza del producto de que se trate ha de necesitar un sistema de 

distribución selectiva, en el sentido de que tal sistema debe constituir una necesidad 

legítima, habida cuenta de la naturaleza del producto, para preservar su calidad y 

garantizar un uso correcto. 

(ii) Los revendedores han de ser seleccionados sobre la base de criterios objetivos de 

carácter cualitativo, establecidos de forma uniforme para todos los revendedores 

potenciales y no pueden aplicarse de forma discriminatoria. 

(iii) Los criterios objetivos establecidos no deben exceder de lo necesario. 

 

El análisis de estos criterios está en la base del razonamiento que lleva al TJUE en el 

trascendental pronunciamiento6 COTY a concluir que las restricciones impuestas por el 

fabricante a su red de distribución selectiva, encaminadas a preservar la imagen de lujo de su 

producto, no son contrarias a la normativa de competencia. 

 

Hace ya tiempo que nuestro antiguo TDC señaló7 –en idénticos términos– las condiciones 

bajo las cuales un sistema de distribución selectiva no supone una práctica restrictiva, y 

estos principios vamos a ver que siguen vigentes hoy en día, y son los que se han aplicado 

para dilucidar el asunto COTY: 

 

(i) Principio de necesidad: Los criterios objetivos aplicados han de ser de carácter 

únicamente cualitativo y responder a la naturaleza de los productos de que se trate 

para conseguir una adecuada distribución. 

(ii) Principio de proporcionalidad: No se pueden imponer exigencias 

desproporcionadas en relación con el objetivo perseguido, que no es otro que el de 

lograr un comercio especializado eficiente y que garantice la venta de los productos 

en condiciones óptimas. 

(iii) Principio de no discriminación: Los criterios de selección han de aplicarse sin 

discriminaciones y de igual modo para todos los revendedores. 

 

En estas condiciones se aceptará el modelo de distribución selectiva, y el fabricante o titular 

de la marca podrá exigir del distribuidor el cumplimiento de unos requisitos de imagen, 

formación del personal, servicio postventa8. Se considerará restrictivo de la competencia, en 

cambio, cuando la ausencia de complejidad técnica del producto9 no justifique 

suficientemente un sistema de distribución selectiva. Y, por otro lado, al margen de las 

características técnicas del producto y el servicio postventa, tiende a aceptarse este modelo 

de distribución cuando hay una situación aceptable de competencia intramarca10. 

 

6 STJUE de 6 de diciembre de 2017, Coty Germany, C-230/16 (ECLI:EU:C:2017:941). 

7 RTDC de 14 de octubre de 1997, Perfumería, Exp. 380/96 (FD 4º). 

8 RTDC de 21 de febrero de 2000 (AC 2000, 2638 [AC\2000\2638]), Relojes Longines, Exp. r 397/99. 

9 RTDC de 11 de diciembre de 1998 (AC 1998, 9055 [AC\1998\9055]), Alimentos infantiles, Exp. 409/07. 

10 RTDC de 23 de junio de 1992, Distribución selectiva Maquinaria Jardinería, Exp. 31/92. 
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En igual sentido se declara la ilicitud de acuerdos de distribución llevados a cabo por una 

serie de empresas de cosmética para limitar la venta de sus productos a las farmacias11, 

excluyendo a otros canales como son las perfumerías12 y la gran superficie o, en el ámbito 

de la alimentación infantil, evitar la distribución de leches infantiles y papillas por canales 

distintos de las farmacias. 

 

Estos mismos criterios u otros análogos estaban ya presentes hace casi treinta años en la 

práctica de nuestra autoridad de competencia al abordar solicitudes de autorización singular 

de acuerdos de distribución selectiva en el ámbito -o parecidos- en el que tiene lugar el caso 

COTY: sector de la cosmética13, relojería14, joyería15, o moda de lujo16, mercados en los 

cuales, como veremos seguidamente, tiene especial relevancia el prestigio de la marca y la 

necesidad para el fabricante de que la distribución no altere la percepción que el consumidor 

final tiene de la calidad e imagen del bien. 

 

Naturalmente, el mundo digital y la distribución a través de internet plantean un nuevo 

escenario en las políticas de las empresas que operan en estos sectores, y la cuestión aquí 

está en establecer cómo se pueden cumplir estos criterios cualitativos17 en la venta on-line 

para asegurar la preservación de la imagen de lujo, igual que se hace en el mundo off-line. 

 

El criterio, como puede adivinarse, y ya ha sido puesto de manifiesto hace tiempo por la 

doctrina, es que no pueden ser más exigentes las exigencias cualitativas para la tienda virtual 

de los que son para la tienda física: “La Comisión ha entendido que los requisitos que se 

demandan por los titulares para la venta on line no deben ser en ningún caso más gravosos o 

severos que los exigidos para la venta en establecimiento físico”18. 

 

 

 

11 RTDC de 31 de julio de 1996, Cosméticos Farmacia, Exp. 363/95. 

12 RTDC de 7 de abril de 2000 (AC 2000, 869 [AC\2000\869]), Colegio de Farmacéuticos de Valencia, Exp. 

472/99. 

13 RRTDC de 23 de abril de 2001 (PROV 2001, 159451 [PROV\2001\159451]), Distribución selectiva Azzaro, Exp. 

A 281/00 y de 18 de julio de 2000, Distribución selectiva de Perfumes Loewe, Exp. A 282/00; de 14 de septiembre 

de 2001 (PROV 2001, 297105 [PROV\2001\297105]), Lancaster Group de España, Exp. A 286/00. 

14 RRTDC de 19 de septiembre de 2002 (PROV 2002, 230138 [PROV\2002\230138]), Distribución selectiva 

Breguet, Exp. A 316/02; de 14 de junio de 2000, Distribución selectiva Gucci, Exp. A 272/99; de 20 de abril de 

2004, Distribución selectiva relojes Blancpain, Exp. A 330/02; de 19 de diciembre de 2002, Distribución selectiva 

relojes Glashütte, Exp. A 327/02. 

15 RTDC de 6 de marzo de 2000 (AC 2000, 862 [AC\2000\862]), Distribución selectiva Carolina Herrera, Exp. A 

273/99. 

16 RTDC de 12 de julio de 1999, Contrato Tipo Cosmeparf, Exp. A 260/99. 

17 Vid., un acertado y completo análisis de esta cuestión, al hilo de la Sentencia COTY, en ANTÓN JUÁREZ, I.: 

“La configuración de la venta on-line de productos de lujo en los sistemas de distribución selectiva”, Cuadernos de 

Derecho Transnacional (octubre 2019), Vol. 11, Nº 2, págs. 402-413. 

18 FUENTES NAHARRO, M.: “Distribución selectiva e internet: análisis de la problemática concurrencial del 

fenómeno desde las restricciones verticales a la libre competencia", Revista de Derecho de la competencia y de la 

distribución (Rcd), nº 6, año 2010, pág. 137. 
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 4. CONTRATO DE FRANQUICIA. 

 

 Origen: se trata de un contrato que procede de los Estados Unidos y que 

paulatinamente va adquiriendo más importancia en Europa (ej. Franquicias Marco Aldany, 

TelePizza, Don Algodón, Benetton, McDonald’s, etc.). Existen diferentes variedades del 

contrato de franquicia: “package franchising” (cesión al franquiciado de un modelo de 

fabricación y distribución a cambio de un canon), “product franchising” (franquicia de 

distribución de productos) y “service franchising” (franquicia de servicios). 

 

 Concepto: en el más común de los contratos de franquicia, el franquiciador suele 

transmitir al franquiciado: (i) el derecho a usar la marca, rótulos y signos distintivos, (ii) la 

franquicia o modelo de empresa en exclusiva para la zona pactada, (iii) el know-how 

comercial e industrial, (iv) las materias primas y (v) la formación del personal y asistencia 

técnica.  En contraprestación, el franquiciado suele pagar: (i) una cantidad alzada, (ii) un 

porcentaje sobre la facturación, (iii) el precio de los productos suministrados y por la 

asistencia recibida.  Es normal que ambas partes contribuyan a los gastos publicitarios. 

 

 Entre las obligaciones del franquiciado suele estar el cumplimiento de los manuales 

de procedimientos facilitados por el Comprador, con la finalidad de conseguir la necesaria 

uniformidad en la explotación de los diferentes centros franquiciados. Asimismo, no es 

esencial que el suministro de los bienes o productos se realice por el propio franquiciador; al 

contrario, en la práctica es normal que el suministro lo realicen otras empresas seleccionadas 

por el franquiciador y que han manufacturado los productos según diseños o 

especificaciones de éste. 

 

 Regulación legal: la Sentencia del entonces Tribunal de Justicia de las Comunidades 

Europeas (TJCE) de 28 de enero de 1986, “Pronuptia”, diferencia el contrato de franquicia 

del de distribución en exclusiva, definiendo el primero como contrato de transmisión de un 

modelo empresarial al franquiciado y, por lo tanto, basado en el “know how” que este 

último recibe, que justifica mayores restricciones a la competencia, en protección de aquel 

“know how” y de la unidad de la red de franquicia. 

 

 En Derecho Comunitario el contrato de franquicia ha sido contemplado como uno de 

los contratos que, con ciertos requisitos, no se considera contrario al art. 101 del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea (Reglamento UE nº 2022/720 de la Comisión, de 10 

de mayo, relativo a la aplicación del artículo 101, apartado 3, del Tratado de 

Funcionamiento de la Unión Europea a determinadas categorías de acuerdos verticales y 

prácticas concertadas). 

  

 En la legislación nacional el contrato de franquicia aparece lacónicamente 

mencionado en el art. 62 de la Ley 7/1996 del Comercio Minorista, que lo define como 

cesión del derecho a la explotación de un sistema propio de comercialización de productos y 

servicios19.  En el mencionado art. 62 se establece que con una antelación mínima de 20 días 

 

19 Aparece también en la propuesta de Código Mercantil, pero no como una categoría contractual específica 

dentro de los contratos de distribución, simplemente se establecen algunas previsiones específicas que se le 
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a la firma de cualquier contrato de franquicia o a la entrega por parte del futuro franquiciado 

al franquiciador de cualquier pago, el franquiciador deberá haber entregado al futuro 

franquiciado la información necesaria para que éste pueda decidir libremente su 

incorporación o no a la red de franquicia.  Igualmente se prevé la posibilidad de un 

desarrollo reglamentario regulando la actividad de cesión de franquicias y la creación de 

registros de franquiciadores. 

 

En 2010 se promulgó20 el Real Decreto 201/2010, de 26 de febrero, por el que se 

regulaba el ejercicio de la actividad comercial en régimen de franquicia y la 

comunicación de datos al registro de franquiciadores. En la actualidad esta norma ha sido 

derogada, por lo que la regulación administrativa específica del régimen de franquicia ha 

tenido un alcance limitado y ha sido objeto de sucesivas modificaciones, quedando hoy 

integrada en el marco general de la legislación de comercio y de consumo. A la vista de 

tan limitada regulación legal, a la franquicia deberán aplicarse por analogía las normas de 

otros contratos (por ejemplo, la compraventa mercantil a las diferentes entregas de productos 

-STS de 27 de septiembre de 1996- ). 

 

Para finalizar, cabe volver a insistir en una serie de aspectos esenciales que son los 

que caracterizan este contrato y lo distinguen de figuras afines: 

 

- el franquiciado es un empresario independiente (que, por tanto, asume el 

riesgo de la inversión, lo que propicia mayores incentivos en su actividad 

comercial);  

- hay una cesión del “concepto de negocio” (o know-how, que tiene que reunir 

una serie de caracteres para ser tal, en particular que sea sustancial, secreto e 

identificado); 

- el franquiciador presta al franquiciado una asistencia continuada (en aspectos 

sobre todo de índole comercial: material promocional, formación del personal, 

participación en campañas publicitarias; esto distingue la franquicia de una mera 

“central de compras”, en la que el único objeto es la consecución de economías de 

escala en el abastecimiento de un producto para su posterior distribución minorista); 

- existe, por parte del franquiciado, un sometimiento a las instrucciones del 

franquiciador (en opinión del prof. ALFARO, esto es lo que en última instancia 

justifica la figura de la franquicia, ya que minimiza los costes de agencia y de 

transacción); 

- hay un pago por parte del franquiciado en concepto de contraprestación al 

franquiciador por cederle el “concepto de negocio” que explota (suele dividirse en 

un canon de entrada y otros pagos periódicos o royalties).  

 

 

 

 

 

 

aplican; Vid., por ejemplo, el art. 543-17, que regula algunas obligaciones tanto del franquiciador como del 

franquiciado. 

20 B.O.E. nº 63, de 13 de marzo de 2010. 



Temario Dº Mercantil II – Universidad Nebrija – Curso 2025/26 

 

© Fernando Díez Estella 
87 

5. EL CONTRATO DE SUMINISTRO. 

 

 Definición: entendemos por contrato de suministro aquel por el cual una parte 

(suministrador) se obliga a realizar en favor de otra (suministrado) entregas de una 

determinada cosa por un período determinado (son ejemplos de contrato de suministro los 

de agua, luz, carbón, etc.). El fin del contrato no es tanto la obtención de una cosa 

determinada sino la seguridad de que se prestará de forma periódica y regular. 

 Regulación jurídica: el contrato de suministro es un contrato atípico no previsto en 

nuestro derecho privado. Se asemeja al contrato de compraventa, con la diferencia que la 

compraventa es de tracto único, mientras que el suministro pretende establecer unas 

relaciones estables y duraderas entre las partes. El suministro es en realidad un contrato de 

compraventa duradero con entregas y pagos múltiples por ello lo más apropiado es aplicar al 

suministro la regulación de la compraventa en materia de obligaciones de las partes; 

únicamente se precisan reglas especiales para regular la extinción del contrato. 

 Al aplicarse la regulación de la compraventa, nos encontramos nuevamente con el 

problema de aplicar bien el régimen del C. Com (si el suministrado adquiere para revender 

con o sin transformación) del C.C. (si el suministrado compra para su consumo) o el de la 

compraventa internacional (si suministrador y suministrado tienen establecimiento en países 

diferentes y es de aplicación el ConCVint). 

 Régimen jurídico: sólo pueden ser objeto del contrato de suministro las cosas 

muebles genéricas (agua, gas, carbón, trigo, etc.). La determinación de las cantidades a 

entregar puede efectuarse directamente, fijando por ejemplo una cantidad por mes, o bien 

puede dejarse a discreción de una de las partes, siempre que en este caso se fije un máximo 

y un mínimo por unidad temporal. El precio en general se fija por cada unidad de bien que 

haya sido entregada, y el pago se efectúa periódicamente, en general con la misma cadencia 

que las entregas. 

 

6.  EL CONTRATO DE MEDIACIÓN O CORRETAJE.  

 

Concepto: es aquel contrato por el que una persona se obliga a abonar a otra, 

llamada mediador o corredor, una remuneración por indicarle la oportunidad de concluir 

un negocio jurídico con un tercero o por servirle de intermediario en esa conclusión, 

siempre que haya contribuido eficazmente a ella, dependiendo su remuneración, salvo 

pacto en contrario, de la celebración del contrato en que ha intervenido. 

Carácter: Se trata en la actualidad de un contrato atípico, regulado por la 

autonomía de la voluntad y por la jurisprudencia, ya que el proyecto de Código Mercantil 

(que lo contemplaba expresamente en su artículo 545-1) parece que vaya a entrar en 

vigor en un futuro cercano, ni lejano. 

 


